Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos) 


-La Comisión de Constitución y Legislación del Senado da la bienvenida al señor Ministro del 
Interior y a sus asesores para que den su punto de vista sobre el proyecto de ley por el que se adoptan 
medidas jurídicas, administrativas y financieras respecto del sistema penitenciario nacional. 


Tiene la palabra el señor Ministro del Interior. 
SEÑOR MINISTRO.- Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido en la tarde de hoy. 


Los señores Senadores saben de qué trata este proyecto de ley y en mayor medida el señor 
Presidente, ya que integró la Comisión que consideró este tema. 


Todo esto empezó con un pedido del Presidente a los coordinadores de bancada del Senado 
respecto a la necesidad de tomar algunas medidas de emergencia en las cárceles. Después, yo me 
reuní con los coordinadores y se creó una Comisión con algunos integrantes de la Multipartidaria de 
Seguridad. En ese sentido, el Partido Colorado cambió a sus representantes -porque creo que no 
estaban en actividad- y, entonces, designó al Diputado Gloodtdofsky. Esa Comisión confeccionó un 
borrador en base a las condiciones que se vivían en el momento y a la urgencia por resolver la 
situación carcelaria debido a los problemas que la afectaban y la siguen afectando. Por ejemplo, 
cárceles que pueden albergar a cinco mil reclusos cuentan con nueve mil, además de que en la 
actualidad las cosas están dadas como para que entren armas, drogas y hasta veneno. Si bien 
tenemos un plan a largo plazo -inclusive, en la Comisión Multipartidaria de Seguridad existen 
consensos en cuanto hacia dónde debemos ir- la situación actual de hacinamiento indica que lo 
primero que tenemos que hacer es descongestionar las cárceles. Para el correr de este año tenemos 
prevista la finalización de obras que comenzaron en el Gobierno anterior. Si mal no recuerdo, en el mes 
de julio quedará pronta la primera etapa de las tres previstas para la cárcel de Punta de Rieles, que 
albergará a ciento setenta y cuatro reclusos de un total de setecientos cincuenta al finalizar la obra. 
Luego se hará un módulo o un celdario en el Comcar, otro en Libertad, una cárcel nueva en Maldonado 
y otra en Rivera. A su vez, nosotros ya iniciamos los trámites para empezar a construir una cárcel 
espejo de la de Las Rosas en Maldonado y pensamos arreglar y ampliar el CNR. Es decir que en el 
correr de un año, aproximadamente en mayo -porque esto lo dijimos hace tiempo- van a estar 
disponibles 2.000 ó 2.500 plazas y ahí se va a poder empezar otro tipo de política. 


Nos encontramos con el problema de que nos van a entregar nuevos módulos, celdarios y 
cárceles sin tener posibilidades de contratar personal hasta el presupuesto. A su vez, podemos ampliar 
o construir nuevas cárceles con los US$ 14:000.000 que, a través del IMPO, han sido depositados en 
Rentas Generales, pero no tenemos autorización para realizar el gasto. Por este motivo, pedimos 
fundamentalmente tres cosas. La primera, es una autorización para construir, reparar o ampliar fuera 
del presupuesto; la segunda, una autorización para contratar personal fuera del presupuesto, porque 
nos van a empezar a entregar módulos para habitar e, insistimos, no tenemos funcionarios. La tercera, 
es la posibilidad de trasladar reclusos para unidades militares porque hay módulos en el Comcar que 
están perforados y rotarlos dentro de la cárcel, a los efectos de hacer las reparaciones necesarias con 
el dinero que vamos a tener. Debe tenerse en cuenta que lo que nos van a entregar de Punta de Rieles 
el 5 ó 7 de julio -no recuerdo bien la fecha- no alcanza para vaciar un módulo, por lo que necesitamos 
realizar esa rotación. 


Nosotros habíamos elaborado un borrador que contenía estos puntos. Puede ser que 
presentara defectos legales y de redacción, pero lo entregamos igual porque estaba plasmado el 
espíritu de lo que queríamos hacer. El Partido Nacional consultó al doctor Delpiazzo y el Partido 
Colorado hizo lo propio con el doctor Sapolinsky, quienes modificaron el proyecto. Creo que la 
redacción que elaboraron respetaba plenamente lo que nosotros solicitábamos y eso fue lo que aprobó 
la Cámara de Representantes. En esa Cámara se eliminó la palabra “hasta” donde decía “hasta 1.500 
funcionarios”. El argumento que se utilizó fue que si llegábamos a contratar menos de 1.500 
funcionarios -que es lo que seguramente vamos a hacer- lo debemos aclarar en la Rendición de 
Cuentas. Por nuestra parte, no podemos precisar cuántos funcionarios vamos a contratar aunque la 


cifra va a rondar ese número y seguramente van a ser menos de 1.500. Creo que esta fue la única 
modificación que se hizo al proyecto y nosotros no tenemos inconvenientes al respecto. 


Eso es cuanto tenemos para plantear con respecto a esta iniciativa que, además, el señor 
Senador Moreira conoce porque ha trabajado en ella. 


SEÑOR DA ROSA.- Naturalmente, este proyecto supone un determinado proceso. En ese sentido, 
quisiera saber cuánto tiempo estiman que deberán esperar para poder contar con nuevos 
establecimientos carcelarios que permitan cumplir con los fines que aquí están previstos. 


El proyecto prevé la internación, en forma transitoria, de presos en unidades militares bajo 
custodia interna del Ministerio del Interior y externa del Ministerio de Defensa Nacional. Quisiera saber 
si tienen detectadas, aproximadamente, en forma coordinada con el Ministerio de Defensa Nacional, 
cuántas unidades podrían cumplir esa tarea intermedia que se prevé en el artículo 2” del proyecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos hemos contactado con el Ministerio de Defensa Nacional y creo que va a ser 
más fácil de lo que aquí está planteado, porque cuando presentamos el proyecto no teníamos claro el 
perfil de los reclusos que pensábamos trasladar, pero ahora sabemos que serían los más “livianos”. 
Por lo tanto, el perfil del cuartel a elegir es más fácil. Este procedimiento se haría a través de un 
comodato precario, es decir que mientras los reclusos estén en el cuartel, van a pertenecer al 
Ministerio del Interior. El cuartel tendrá guardia externa del Ministerio de Defensa Nacional y, por 
supuesto, interna del Ministerio del Interior. Con esto contesto una parte de la pregunta. 


¿Cuánto nos puede llevar? Hay dos elementos a tener en cuenta. Lo que pretendemos con 
esto es lograr el descongestionamiento, no llevar adelante una política carcelaria de largo plazo que, 
de alguna manera, ha sido consensuada en la Comisión Multipartidaria y que, incluso, requeriría al 
Instituto Nacional de Rehabilitación. Nuestra idea pasaba por dos posibilidades: la primera de ellas era 
que el Ministerio del Interior elaborara un proyecto de ley y lo enviara al Poder Legislativo para que 
este hiciera lo que quisiera; y la otra -que es por la que nos inclinamos- era crear una Comisión 
legislativa con participación del Ministerio del Interior para generar allí el proyecto. Pero esto sería para 
más adelante, no mucho, porque tenemos que empezar a trabajar rápidamente en ese sentido. 


Los plazos para lo que estoy planteando serían, más o menos, de un año. Puede ser que se 
demore algo más porque hay que hacer varios movimientos. Pensamos usar esta emergencia para 
algo que también hemos planteado en la Comisión Multipartidaria, es decir, la clasificación, la 
separación de penados y procesados. Y dentro de estos, separarlos por causas, peligrosidad, delitos e, 
incluso, estamos pensando tener un rubro de personas entre 19 y 21 años, con determinadas 
características comunes. De acuerdo a esto vamos a poder llevar adelante políticas de rehabilitación. 


La idea que todos manejamos es que tienen que existir estímulos y desestímulos; tienen que 
existir movimientos internos en las cárceles, ventajas y desventajas, de acuerdo a la conducta. Pero 
para ello tiene que haber un sistema, tienen que existir cárceles de media, baja y alta seguridad, como 
así también de chacras con una bajísima seguridad, lo cual estamos considerando. Y también tiene 
que existir un sistema de libertad asistida, que permita a los jueces aplicar las penas alternativas, que 
hoy no se aplican porque no tienen garantías. Esto es algo que supondría un plazo mayor. Incluso, en 
la Comisión Multipartidaria vimos la necesidad de sacar las cárceles de la órbita de la Policía, no del 
Ministerio del Interior. Y ese proceso pasa por regionalizar -incluyendo las regiones dentro del 
sistema nacional- pero también por ordenar el sistema nacional y, además, crear un organismo 
desconcentrado que tenga como referencia al Ministerio del Interior. No sabemos si eso lo vamos a 
hacer nosotros o lo dejaremos ya adelantado para que lo lleve a cabo el próximo Gobierno; lo que sí 
sabemos es que vamos a avanzar bastante en ese sentido. Ya comenzamos por discutir la 
regionalización, tema que incluiremos en el Presupuesto. A propósito, queremos recordar que el 
Gobierno anterior habló de la regionalización recién después de haber discutido el Presupuesto, por lo 
que, al no tener recursos, esa iniciativa no se pudo llevar adelante. Por nuestra parte, recogiendo esa 
experiencia, ya la estamos planteando para el próximo Presupuesto; entonces, en ese sentido, también 
es seguro que podremos avanzar en la búsqueda de una solución. 


Por otra parte, queremos mencionar que hay seis o siete chacras y que es destacable la 
experiencia de la que se encuentra en Lavalleja. El Jefe de Policía de ese departamento pensó en esa 
chacra como posible cárcel departamental, en sustitución de la que actualmente está al lado de la 


Jefatura, que es una de las peores. Vale recordar que esto mismo que estoy diciendo ahora, lo 
manifesté en la Comisión de la Cámara de Representantes -aquella noche hubo un motín- ya que, sin 
dudas, en este momento, las dos peores cárceles del país -a pesar de que la prensa señala otra cosa- 
son las de Lavalleja y Rocha, donde también se produjo un motín. Y la otra cárcel que está en muy 
malas condiciones es la de Rivera. En definitiva, las tres citadas son las peores. 


Volviendo a la experiencia de Lavalleja, el Jefe de Policía nos dijo que en Campanero, que es 
una chacra donde los presos trabajan haciendo baldosas, bloques y también con madera, se está 
haciendo una ampliación gracias a lo que se obtiene del trabajo de los presos y del aporte de 
empresas privadas. En ese sentido, le preguntamos cuánto necesitaría para hacer una cárcel para 
todos los presos de Lavalleja -que son alrededor de 160, de los cuales dos tercios requieren baja 
seguridad y un poco más de un tercio, medidas de mayor seguridad- y nos respondió que alcanzaría 
con una suma aproximada al millón de pesos. Obviamente, vamos a apoyar esa iniciativa y, cuando la 
obra termine -ya falta poco- la tendremos como ejemplo para que los demás Jefes de Policía hagan 
algo parecido. Sin duda, el hecho de que los presos que requieren medidas de baja seguridad se 
encuentren en esa clase de establecimiento, determinará que tengan mejores posibilidades de 
rehabilitación. 


Aclaro que hemos pensado en todo esto como parte de un proceso y, por eso, en la Comisión 
Multipartidaria de Seguridad tratamos de elaborar un proyecto para veinte años, de manera tal que no 
dependa del Gobierno y que las sucesivas autoridades cuenten con una guía en la materia. Esto no 
quiere decir que todos deban trabajar exactamente de la misma forma, ya que es natural que existan 
matices, pero es importante que el rumbo sea el mismo. Por consiguiente, ahora estamos tratando de 
descongestionar, ya que, de lo contrario no podremos hacer más nada. Ese es el objetivo que nos 
hemos planteado. 


Por otra parte, quiero informar a la Comisión que esta iniciativa irá acompañada de otro 
proyecto para que la guardia perimetral esté a cargo del Ministerio de Defensa Nacional. Entendemos 
que eso liberará un gran número de policías para que realicen otras tareas. Además, dado que en 
realidad esto ya se hace, pero no en virtud de una ley, los guardias perimetrales no están amparados 
totalmente si, por ejemplo, se quieren retirar; por esa razón, si se aprueba el proyecto que vamos a 
presentar, los efectivos militares podrán contar con ese tipo de amparo. Cabe agregar que esa 
iniciativa ya está pronta y llegará al Parlamento muy pronto, donde seguramente será aprobada sin 
problemas, ya que el Partido Nacional planteaba algo similar, aunque no igual; me refiero a la creación 
de vacantes, que también liberaría a los policías para realizar otras tareas. 


SEÑOR NIN NOVOA.- El artículo 2% habla del carácter extraordinario del plazo hasta el 31 de 
diciembre de 2012 para alojar a presos en instalaciones militares. ¿La base de Punta Rieles está bajo 
esa excepcionalidad? 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, Punta Rieles es un establecimiento definitivo porque ya no pertenece 
más al Ministerio de Defensa Nacional, sino al Ministerio del Interior. Por tanto, no está incluido dentro 
de ese artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se estableció en la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MINISTRO.- Complementando la respuesta a la pregunta planteada por el señor Senador Da 
Rosa, quiero agregar que para la siguiente etapa, que será en el marco del Presupuesto y no de la 
emergencia, se prevé la construcción de dos complejos de alta seguridad con el sistema que hemos 
visto en varios países -ya no existen cárceles exclusivas de alta seguridad, sino que tienen distintas 
modalidades- lo que se llevará a cabo a través del acuerdo público privado. Esto nos dará la 
posibilidad de que se construya, se mantenga y se haga la hotelería, con un contrato a largo plazo para 
esas tres áreas. Reitero que es una propuesta pensada para el sistema a largo plazo y no para el de 
emergencia. 


Tenemos por delante, además, la importante tarea de ver cómo encastramos la emergencia 
con el largo plazo, ya que la primera nos dejará varias construcciones y, en ese sentido, tenemos un 
problema porque alguna de ellas están pensadas para un sistema distinto, es decir, más para la 
seguridad que para la rehabilitación. Por lo tanto, tendremos que hacer alguna modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría hacer alguna consideración. 


He escuchado con mucha atención las palabras del señor Ministro, aunque ya hemos 
conversado con él sobre estos temas en la Comisión Multipartidaria de Seguridad, donde le 
adelantamos nuestra opinión favorable porque creemos que el país vive una emergencia carcelaria 
importante. Es más, en el Período anterior, el doctor Tabaré Vázquez, en su discurso inaugural habló 
de una emergencia humanitaria que, después, se reflejó en la Ley de Humanización y Modernización 
del Sistema Carcelario, si bien es cierto que en los hechos no hubo una reacción, como sí la veo ahora 
-muy buena y saludable- de parte de esta Administración. Pero lo cierto es que en el Período anterior 
muchas veces reclamamos esto y recuerdo que, en la exposición de motivos de la mencionada Ley, se 
expresó que no era construyendo nuevas cárceles que se podía avanzar. Evidentemente, la realidad se 
impuso y hoy tenemos problemas de hacinamiento y de reincidencia muy graves, pero no tenemos 
progresividad y categorización de reclusos. Seguramente necesitaremos muchos más técnicos para 
procesar todo el necesario ejercicio de rehabilitación que evite tener una reincidencia como la que se 
está dando, que se ubica entre un 60% y un 70%, según el establecimiento de que se trate. Ese es 
uno de los pilares de la seguridad pública y no solo por los derechos humanos, sino también porque si 
reinciden entre un 60% y un 70%, de nueve mil y pico de reclusos, nunca tendremos una sociedad 
segura; eso es muy claro. 


Por otra parte, coincidimos totalmente en que todo esto debe procesarse en el menor tiempo 
posible. Ya se están construyendo algunos establecimientos nuevos; por ejemplo, hay una cárcel 
nueva Rivera y otras en Maldonado y Las Rosas; además, se había previsto un módulo de alta 
seguridad en Libertad, aunque no sé si se llegó a construir. 


SEÑOR MINISTRO.- No es un módulo de alta seguridad, pero sí es nuevo. Además, se construyó un 
módulo de baja seguridad para 120 personas, pero es una ampliación de la granja en Libertad 1!. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora bien, imagino que entre esos 1.500 empleados a que se aludió no solo 
habrá custodias, sino también personal técnico que, seguramente, tendrá que ser numeroso. 
Precisamente, estuve releyendo los informes del Comisionado y, entre otras cosas, se refirió a los 
patronatos departamentales que tampoco tienen personal técnico. 


Entonces, estamos ante una problemática muy profunda y veo una voluntad real de atacarla 
frontalmente. El régimen de concesión público privado para el tema de las cárceles estuvo previsto en 
el presupuesto del 2007, con una asignación pequeña, creo que en los departamentos de Treinta y 
Tres y Maldonado. Esto luego no se llevó a cabo porque aparentemente era algo bastante complejo. 
Recuerdo que en cierta oportunidad preguntamos a una asesora de la ex Ministra Tourné, la señora 
María Noel Rodríguez, acerca del régimen chileno de concesión de cárceles y nos informó que allí el 
costo por recluso era de $7.500 de entonces, sin los costos relativos a la custodia. Además señaló que 
si bien el sistema es eficiente, no es barato. Entonces, tendremos que ver cómo funciona en los hechos 
el régimen de concesión de obra pública que se aplica en otros países, teniendo en cuenta sus costos. 


SEÑOR MINISTRO.- En nuestras conversaciones con el BID, este organismo planteaba que, 
precisamente, el régimen chileno no es el más barato y nos advertía que -si bien nuestros 
pensamientos eran correctos- tuviéramos cuidado en la forma de aplicarlo porque podía convertirse en 
algo caro si no lo hacíamos correctamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente. Reitero que en aquel momento el ejemplo chileno se 
consideraba caro porque su costo era de $ 7.500 mensuales por preso, más la custodia. 


Si no hubiera más preguntas sobre el tema, agradeceríamos la presencia del señor Ministro. 
Quizás podamos tratar este tema en la primera sesión ordinaria. 


SEÑOR MINISTRO.- Dado que partíamos de la base de que este tema ya había sido conversado y que 
se iba a aprobar a la brevedad, estuvimos manteniendo contactos con el Ministerio de Defensa 
Nacional donde, de manera informal, ya están preparando un cuartel para que, a partir de la 
aprobación de este proyecto de ley y estimando unos quince días más, podamos comenzar con el 
sistema de descongestionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación agradece la presencia del señor 
Ministro del Interior y de sus asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro y sus asesores) 
Se va a votar el proyecto de ley relativo al Sistema Penitenciario Nacional. 

(Se vota:) 

- 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Ingresa a Sala el señor Senador Gallinal) 
SEÑOR GALLINAL..- Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente el proyecto de ley. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Propongo que sea miembro informante el señor Senador Michelini. 
(Apoyados) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se 
adoptan medidas jurídicas, administrativas y financieras a efectos de atender la emergencia y 
vulnerabilidad del Sistema Penitenciario Nacional. (Carp. N* 192/2010 - Rep. N* 143/2010). 


Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el señor Senador 
Óscar López Goldaracena, por el que se sustituyen los numerales 2% y 3? del artículo 187 del Código 
Civil, referido al divorcio por voluntad de los cónyuges, mutuo consentimiento y sola voluntad. (Carp. N* 
193/2010 - Rep. N?* 142/2010). 


Nota de la Junta Departamental de Florida remitiendo copia de la Resolución N 
14, de fecha 2 de junio, referida a la situación de las personas privadas de libertad en la Cárcel 
Departamental. 


Se deja constancia de que en el día de hoy se procedió a repartir un comparativo 
presentado por la señora Senadora Constanza Moreira y los señores Senadores Michelini y Nin Novoa, 
así como las modificaciones remitidas por la Intendencia Municipal de Montevideo respecto al proyecto 
de ley de creación de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


SEÑOR GALLINAL.- En oportunidad de la concurrencia a este ámbito de la señora Intendenta 
Municipal, señalé que, a mi juicio, el proyecto de ley contiene dos temas principales, uno más 
importante que otro: el primero, de carácter formal, tiene que ver con la creación de un instituto jurídico, 
en este caso, una persona de Derecho Público no estatal; y, el otro, sustantivo o de fondo, refiere a la 
actividad que dicho Instituto va a desarrollar. 


En cuanto a la forma, creemos que tendría sentido que esta Comisión fuera la encargada de 
abordar este tema; ahora bien, sobre el fondo debería serlo la Comisión de Ganadería, Agricultura y 


Pesca. De parte de los representantes de la Intendencia Municipal de Montevideo se argumentó, fuera 
de este ámbito, que existía un consenso generalizado de todos los sectores para tratar esta temática. 
No obstante ello, en el transcurso de estos días hemos advertido que surgieron algunas 
manifestaciones contrarias a este proyecto de ley en sectores muy vinculados a la temática del 
proyecto, sobre todo del área granjera. 


Todos sabemos que la Comisión de Constitución y Legislación es una más; sin embargo, 
aquí es donde se aprueba aproximadamente el 40% de los proyectos de ley que ingresan al 
Parlamento, lo que demuestra el trabajo arduo, intenso e importante que desarrolla esta Comisión. 


Este es un proyecto de ley “pesado” y, si se abren instancias de discusión -como supongo 
que se hará- va a demandar un trabajo por demás intenso, en el que opinarán juristas sobre qué 
personería jurídica tendrá la institución, además de representantes de diversos sectores y las 
Intendencias Municipales, por cuanto también se verán afectadas. 


No pretendo que este tema sea resuelto en el día de hoy, pero me parece que, sobre todo a 
nivel de la bancada de Gobierno, se debería reconsiderar la situación y ver si, a los efectos de facilitar 
la labor para que el proyecto de ley sea aprobado -pues por algo fue presentado y autoridades de la 
Intendencia Municipal concurrieron a esta Comisión para dar su opinión al respecto- es posible enviarlo 
a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. Ni siquiera estoy pensando en la posibilidad de 
derivarlo al análisis de Comisiones integradas porque, como todos sabemos, en ellas se atrasa la labor, 
pues resulta muy difícil alcanzar el quórum de ambas. 


Dejo planteado el tema, que por supuesto también trasladaré a la bancada del Partido 
Nacional para que lo considere. Repito que, como ya recibí llamadas de varios sectores involucrados 
que estarían interesados en dar su opinión y, por tanto, quisieran ser recibidos por la Comisión de 
Constitución y Legislación, me parece que sería importante tomar una decisión en el sentido antes 
indicado. 


Más aún, el fundamento que expreso surge de la propia exposición de motivos y del 
articulado del proyecto de ley, en el que se vincula al instituto con el Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; es decir que ellos mismos se dan cuenta de quién tendría 
una injerencia directa. 


Este asunto responde a un proyecto de ley que refería a la posibilidad de crear sociedades 
mixtas, que en su momento surgió de la bancada del Partido Nacional y, si no me equivoco, 
posteriormente retomó el Frente Amplio en la Legislatura anterior; finalmente, lo informamos en forma 
conjunta y fue aprobado. Se trata de un gran instrumento, que puede ayudar mucho en el trabajo a 
llevar a cabo en las áreas que estamos estudiando, pero lo sustancial no es determinar si se trata de 
una persona de Derecho Público estatal o no estatal, de un Ente Autónomo o de un Servicio 
Descentralizado, sino acordar qué tarea va a cumplir. Además, ahora ha surgido otra problemática 
vinculada a una expropiación que se realizó en la zona. 


Quiero dejar planteado el tema sobre la base de estos argumentos, de manera que los 
Partidos podamos darnos tiempo para analizarlo, teniendo en cuenta todos los proyectos de ley que 
tenemos a estudio en este momento, como por ejemplo el de la reforma del Código del Proceso Penal 
y el que también introduce modificaciones al Código Penal, entre otros. 


Hago esta puntualización porque, en caso de considerarlo aquí, tendremos que recibir a los 
sectores pertenecientes a la granja y a la fruticultura, así como a los de la industria y la agroindustria, 
que están más allá de la competencia de esta Comisión de Constitución y Legislación y más vinculados 
a la de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Se podría considerar la posibilidad que plantea el señor Senador Gallinal, 
porque una parte del proyecto de ley está directamente vinculada a las competencias de esta Comisión 
por tratarse de la creación de una figura pública no estatal, de Derecho Privado, pero el resto estaría 
comprendido -como efectivamente señala el señor Senador- dentro de las facultades que tiene 
asignadas la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Es más, si mal no recuerdo, la Comisión ya había resuelto que este proyecto de ley tuviera 
un cambio de destino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me informa que ese trámite se resolvió con respecto al proyecto de ley 
referido a los agentes químicos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En ese caso se había resuelto a los solos efectos de que se diera una opinión, 
pero en el caso de este proyecto de ley se había acordado que pasara directamente a la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. En realidad, el proyecto de ley sobre el uso agropecuario de agentes 
químicos no permitidos contenía cambios en el Código Penal, por lo que, de alguna manera, tenía un 
peso más grande en la Comisión de Constitución y Legislación. 


Creo, pues, que no habría ningún problema y que sería de orden el planteo del señor 
Senador Gallinal, en el sentido de que el proyecto de ley sea derivado a la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y que en ese ámbito sean recibidos todos los interesados en dar su opinión, entre 
quienes se incluye, no solo a los sectores de los cultivos, sino también a los acopiadores, así como a 
los representantes del comercio y del área urbanística. Se debe tener presente que es un tema muy 
complejo, por lo que quizás también podría estar alcanzado por las facultades de otra Comisión, como 
por ejemplo la de Medio Ambiente y la de Vivienda y Ordenamiento Territorial, por lo que una vez más 
comparto lo expuesto por el señor Senador Gallinal. 


No recuerdo si este proyecto de ley fue presentado solamente en la Comisión o si ocurrió lo 
propio también en el Pleno. 


SEÑOR GALLINAL.- Fue presentado también en el Pleno. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia del Cuerpo lo destinó a esta Comisión. 


SEÑOR DA ROSA.- Podríamos argumentar que no nos consideramos competentes para el estudio de 
este tema y que la Presidencia del Senado disponga su pase a la Comisión que corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, devolveríamos esta Carpeta a la Presidencia del Cuerpo por 
considerar que esta Comisión no es competente para tratar el tema, y solicitaríamos que fuera remitida 
a la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR MUGURUZA.- Recién comentábamos con el señor Senador Nin Novoa que, tal vez, la 
Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial debería tener la prioridad en cuanto al tratamiento de 
esta temática y que, en una segunda instancia, la Carpeta podría derivarse a la de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Dado que seguramente la próxima semana haya una nueva reunión de esta 
Comisión, quisiera solicitar que se postergue esta decisión a fin de poder estudiar el tema a nivel de 
nuestra Bancada. 


SEÑOR DA ROSA.- En el mismo sentido, creo que lo más prudente sería que el Presidente de la 
Comisión hiciera las consultas pertinentes acerca de este tema con el señor Presidente del Senado 
porque, en definitiva y de acuerdo con el Reglamento, ese es el trámite que corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, queda postergado el tratamiento de este tema y se harán 
las consultas pertinentes con el señor Presidente del Cuerpo. 


Corresponde ahora considerar la Carpeta N* 176/2010, “Contrato de Arrendamiento”, por la 
que se establece una nueva excepción al plazo máximo estipulado por el artículo 1782 del Código Civil. 
Se trata de un proyecto de ley que ya cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR DA ROSA.- Lamentablemente no se encuentra presente el señor Senador Pasquet, que es el 
autor del proyecto de ley, pero puedo decir que he realizado algunas consultas sobre el funcionamiento 
del sistema en lo que refiere a los plazos de arrendamiento. En general, de acuerdo con la experiencia 


recogida por escribanos y gente que lleva muchos años trabajando en este tema, la opinión no es tan 
favorable a liberar y extender los plazos, porque se considera que, en la práctica, ello puede dar lugar a 
algún tipo de acción que no es la que busca la ley. En realidad, el plazo de quince años que establece 
actualmente el Código Civil parece el más razonable, salvo que se establezca otro sistema por medio 
de excepciones -que es el camino que se ha seguido hasta ahora- o algún régimen que fije un requisito 
o una exigencia muy especial, como podría ser alguna declaración de interés nacional, que lo 
habilitara. De lo contrario, parecería que no es muy conveniente modificar los plazos para extenderlos 
en forma tan laxa y prolongada. 


De todas formas, será un tema para analizar más adelante, porque creo difícil avanzar no 
estando presente el autor de la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo conveniente postergar la consideración de este asunto hasta que esté 
presente el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR GALLICHIO.- Debo decir que estoy de acuerdo con que no es bueno generalizar el tema, ya 
que los plazos, incluso de treinta años, parecen exagerados. Pero, según la información que poseo, la 
urgencia por la aprobación de este proyecto de ley está vinculada con un llamado que está haciendo 
UTE para la generación de energía eólica. Según manifiestan los entendidos, la inversión para la 
generación de este tipo de energía sería tan grande que existiría riesgo de que no se presenten 
empresas al llamado que hará la UTE el mes que viene. En este caso en particular, el plazo para la 
amortización de la inversión sería demasiado corto. Por ese motivo es que el Gobierno tiene apuro en 
resolver este tema concreto de la generación de energía eólica, dada la inversión que aparejaría y la 
ansiedad por saber si se presentarán empresas o no. Pienso que no habría inconveniente en postergar 
este asunto una semana, ya que la próxima reunión ordinaria del Senado será en el mes de julio. De 
todos modos, creo que es de suma urgencia la aprobación de este proyecto de ley para este caso 
concreto, teniendo en cuenta que el llamado al que hacía referencia se realizará el mes que viene y, 
como dije, se teme que no se presente ninguna empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso, entonces, que también podría ser bueno que se aportara alguna 
información adicional sobre este punto que está señalando el señor Senador Gallichio, y el martes que 
viene consideraríamos el tema. 


SEÑOR GALLICHIO..- En realidad, si previamente a la aprobación de la iniciativa se pudiera concretar 
alguna reunión relacionada con el asunto, sería mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más temas que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 26 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


